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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
TERCERA SALA UNITARIA 
EXPEDIENTE: 1201/2016-3 Y ACUMULADOS 187/2017-2 Y 239/2017-1
PARTE ACTORA: 

**********
**********
**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

CABILDO DEL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.

MAGISTRADO PONENTE:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO.

San Luis Potosí, S.L.P., a dieciocho de enero de dos mil diecinueve. 
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 1201/2016-3; y sus acumulados 187/2017-2 y 239/2017-1, promovidos por ********** ********** y ********** respectivamente, todos contra actos del Cabildo del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O
ÚNICO Mediante acuerdo de veintitrés de enero de dos mil diecisiete, previo requerimiento formulado por auto de catorce de octubre de dos mil dieciséis, se tuvo a ********** por promoviendo juicio contencioso administrativo en contra del Cabildo del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por la nulidad del “Acta de Cabildo de fecha 28 de febrero del año 2013 realizada por el cabildo del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., en lo relativo a la ratificación de la Vialidad denominada Carretera a Rioverde en el tramo del Límite Municipal hasta el Libramiento de Cuota como un Corredor Comercial y de Servidores Regionales Clave (CR) que pretende modificar en sus respectivas áreas de aplicación al “Plan de Centro de Población Estratégico de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez” y al “Plan Municipal de Desarrollo Urbano de San Luis Potosí”; manifestando que tuvo conocimiento del acto impugnado el día veinticuatro de agosto de dos mil dieciséis; se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas y al tercero interesado, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera. Con auto de seis de marzo de dos mil diecisiete, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda, y al tercero interesado por apersonándose a juicio, de lo cual se ordenó correr traslado a la parte actora, se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes, y se señaló fecha y hora para la audiencia final, la cual se celebró el veintidós de marzo de dos mil diecisiete, dándose cuenta de un escrito presentado por el Tercero Interesado, en el cual promovió incidente de acumulación de autos de los diversos juicios 187/2017-2 y 239/2017-1, al expediente 1201/2016-3, todos del índice de esta Tribunal, por lo que se difirió la audiencia, ordenándose turnar el expediente al magistrado instructor para que dictara el acuerdo que en derecho corresponda. Por auto de veintitrés de marzo de dos mil diecisiete se admitió el Incidente de Acumulación  de Autos de los Juicios 187/2017-2 y 239/2017-1, al expedite 1201/2016/3, todos del índice de este Tribunal, se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia incidental y se decretó la interrupción del procedimiento, en los tres juicios. La audiencia incidental se celebró el cuatro de abril dedos mil diecisiete, con la asistencia de la autorizada de la parte actora y del diverso autorizado de la empresa tercera; en la etapa de alegatos, se hizo constar que fueron presentados por la parte actora en el juicio de nulidad 1201/2016, y se citó para resolver el incidente, turnándose los expedientes al Magistrado Instructor para elaborar el proyecto respectivo.
II.- En cuanto al diverso expediente acumulado 187/2017-2, mediante auto de fecha siete de febrero de dos mil diecisiete, se tuvo por recibido el escrito presentado por ********** quien promovió juicio contencioso administrativo en contra del H. Cabildo de San Luis Potosí, por la nulidad del “Acta de Cabildo de fecha 28 de febrero del año 2013 realizada por el cabildo del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., en lo relativo a la ratificación de la Vialidad denominada Carretera a Rioverde en el tramo del Límite Municipal hasta el Libramiento de Cuota como un Corredor Comercial y de Servidores Regionales Clave (CR) que pretende modificar en sus respectivas áreas de aplicación al “Plan de Centro de Población Estratégico de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez” y al “Plan Municipal de Desarrollo Urbano de San Luis Potosí”; se admitió la demanda y se ordenó emplazar a las autoridades demandadas y tercero interesado. Con auto de trece de marzo de dos mil diecisiete, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda, y al tercero interesado por apersonándose a juicio, de lo cual se ordenó correr traslado a la parte actora, se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes, y toda vez que la demandada y el tercero señalaron que el actor presentó su demanda fuera de término, se le concedió el término de diez días, a efecto de ampliar su demanda, apercibido que en caso de no hacerlo, se acordará lo que en derecho proceda. Con auto de veintitrés de marzo de dos mil diecisiete dictado en el diverso juicio de nulidad 1201/2016/3, se admitió el Incidente de Acumulación de Autos de los Juicios 187/2017-2 y 239/2017-1 al expediente 1201/2016/3, todos del índice de este Tribunal, se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia incidental y se decretó la interrupción del procedimiento, en los tres juicios. La audiencia incidental se celebró el cuatro de abril dedos mil diecisiete, con la asistencia de la autorizada de la parte actora y del diverso autorizado de la empresa tercera; en la etapa de alegatos, se hizo constar que fueron presentados por la parte actora en el juicio de nulidad 1201/2016, y se citó para resolver el incidente, turnándose los expedientes al Magistrado Instructor para elaborar el proyecto respectivo.
III.- En cuanto al diverso expediente acumulado 237/2017-1, mediante auto de fecha trece de febrero de dos mil diecisiete, se tuvo por recibido el escrito presentado por ********** quien promovió juicio contencioso administrativo en contra del H. Cabildo de San Luis Potosí, por la nulidad del “Acta de Cabildo de fecha 28 de febrero del año 2013 realizada por el Cabildo del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, en lo relativo a la ratificación de la Vialidad denominada Carretera a Rioverde en el tramo del Límite Municipal hasta el Libramiento de Cuota como un Corredor Comercial y de Servidores Regionales Clave (CR) que pretende modificar en sus respectivas áreas de aplicación al “Plan de Centro de Población Estratégico de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez” y al “Plan Municipal de Desarrollo Urbano de San Luis Potosí”; se admitió la demanda y se ordenó emplazar a las autoridades demandadas y tercero interesado. Con auto de veintitrés de marzo de dos mil diecisiete dictado en el diverso juicio de nulidad 1201/2016/3, se admitió el Incidente de Acumulación de Autos de los Juicios 1877/2017-2 y 239/2017-1 al expediente 1201/2016/3, todos del índice de este Tribunal, se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia incidental y se decretó la interrupción del procedimiento, en los tres juicios. La audiencia incidental se celebró el cuatro de abril dedos mil diecisiete, con la asistencia de la autorizada de la parte actora y del diverso autorizado de la empresa tercera; en la etapa de alegatos, se hizo constar que fueron presentados por la parte actora en el juicio de nulidad 1201/2016, y se citó para resolver el incidente, turnándose los expedientes al Magistrado Instructor para elaborar el proyecto respectivo.
IV.- Mediante interlocutoria de fecha once de abril de dos mil diecisiete se resolvió el Incidente de Acumulación de Autos, ordenándose que se acumularan los juicios administrativos número 187/2017-2 y 239/2017-1, al juicio número 1201/2016/3. Por proveído de fecha quince de mayo de dos mil diecisiete, se dejó sin efecto la interrupción del procedimiento decretada en el expediente 1207/2016//3 y acumulados 187/2017-2, 239/2017-1, y se ordenó reanudarlos en la etapa en que cada uno se encontraba. En el propio auto se tuvo a la parte actora por ampliando la demanda formulada en el expediente187/2017-2, solo en la parte que se refiere en el mismo proveído, se ordenó corres traslado a la demandada y tercero interesado, para en el término de diez días manifestaran lo que a su derecho convenga, ofrezcan y exhiban pruebas que estimaran convenientes. Respecto al expediente 239/2017-1, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda y por apersonándose a juicio al tercero interesado, se ordenó correr traslado a la parte actora para que manifestará lo que a su derecho convenga, y se proveyó sobre la admisión de las pruebas ofrecidas por las partes. 
V.- Por auto de cinco de octubre de dos mil diecisiete, en relación al expediente 187/2017-2, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la ampliación de demanda, se ordenó corre traslado a la parte actora para que manifieste lo que a sus intereses convenga, y se proveyó sobre las pruebas ofrecidas en relación con la ampliación de demanda. En el mismo auto, se tuvo a la actora en el juicio de nulidad 239/2017-1, por ampliando su escrito de demanda, del que se ordenó correr traslado a la autoridad demandada y tercero interesado, concediéndoles el término de diez días hábiles para contestarla, con el apercibimiento de ley. Por acuerdo de siete de junio dedos mil dieciocho, en el juicio de nulidad 239/2017-1, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la ampliación de demanda y se proveyó sobre la admisión de las pruebas que ofreció. Por proveído de fecha veintinueve de agosto de dos mil dieciocho, se fijó fecha y hora para la Audiencia de Ley, la cual tuvo verificativo el día trece de septiembre de dos mil dieciocho, con la asistencia de la parte actora en el juicio de nulidad 1201/2016-3 y del diverso autorizado de la empresa tercera, haciéndose relación de constancias; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales aportadas por las partes; en etapa de alegatos, se dio cuenta de los formulados por la parte atora en el juicio de nulidad 1201/2016-3 y por el tercero interesado; y se citó para resolver.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 1º, 2º, 3°, 4º, 18 y 19 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, vigente al momento de iniciado el procedimiento jurisdiccional.

Ahora bien, en los juicios acumulados los actores impugnaron el Acta de Cabildo de fecha 28 de febrero del año 2013 realizada por el Cabildo del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., en lo relativo a la ratificación de la Vialidad denominada Carretera a Rioverde en el tramo del Límite Municipal hasta el Libramiento de Cuota como un Corredor Comercial y de Servidores Regionales Clave (CR); cuya existencia quedó acreditada en autos, ya que los actores exhibieron el documento que acredita su existencia, conforme a los artículos 63 fracción IV y 64 fracción II de la Ley de Justicia Administrativa del Estado.
En ese sentido, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, advierte que el acto reclamado por los actores en los juicios acumulados, no es administrativo, sino que en el caso se trata de una norma general, que constituye el Acta de Cabildo de fecha 28 de febrero de 2013, misma que contiene la aprobación por unanimidad de votos de la solicitud de ratificación de la Vialidad denominada Carretera a Rioverde en el tramo del Límite Municipal hasta el Libramiento de Cuota como fue determinado en el Plan Parcial de Corredores Urbanos en cuestión, como un Corredor Comercial y de Servicios Regionales Clave (CR) y se pide el dictamen de congruencia teniendo como base la Modificación Específica del “Plan de Centro de Población Estratégico para las ciudades de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez en su modalidad de Plan Parcial de Adecuación a Corredores Urbanos”, que fue aprobado por el H. Cabildo Municipal en fecha 22 de Septiembre del 2009 y establece que modificarán en sus respectivas áreas de aplicación al “Plan de Centro de Población Estratégico de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez” y al “Plan Municipal de Desarrollo Urbano de San Luis Potosí”; misma que fue controvertida por los demandantes.
Por lo que el acto impugnado, como se dijo, consiste en una norma general emanada de las atribuciones materialmente legislativas que corresponden al Ayuntamiento como gobierno del Municipio, y que por regla general, se aprueban por el cuerpo colegiado denominado Cabildo, formado por todos los integrantes del Ayuntamiento, mediante sesiones ordinarias, extraordinarias, solemnes e interinas, para tomar las decisiones del gobierno municipal, y que se hacen constar en Actas de Cabido como la que nos ocupa, conforme lo dispuesto en los artículos 115 fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 114 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 10, 11 y 12 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, S.L.P., los cuales a la letra dicen: 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes:...
II.  Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio conforme a la ley. 

Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal. 

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior será establecer:...”

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.
Artículo 114.- El Municipio Libre constituye la base de la división territorial y de la organización política y administrativa del Estado y tendrá a su cargo la administración y gobierno de los intereses municipales, conforme a las bases siguientes:...

...II.- Los Municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio conforme a la ley. 

Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberá expedir la Legislatura del Estado, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia, y aseguren la participación ciudadana y vecinal. 

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior será establecer:...”
Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, S.L.P.

“Artículo 10.­ El Cabildo ejercerá las atribuciones materialmente legislativas que le conceden las leyes mediante la expedición de acuerdos y resoluciones de naturaleza administrativa, para efectos de regular las atribuciones de su competencia de acuerdo con las disposiciones legales aplicables.”
“Artículo 11.­ El procedimiento para la aprobación de los acuerdos y resoluciones del Cabildo se regulara por la Ley Orgánica del Municipio Libre y este Reglamento Interno.”
“Artículo 12.­ Para el cumplimiento de los acuerdos del Cabildo, el Presidente Municipal, a través del Secretario del Ayuntamiento, girará las instrucciones respectivas a sus Órganos Auxiliares y a los funcionarios de la Administración Municipal que deban intervenir. Cuando se trate de asuntos que salen del ámbito del Ayuntamiento, corresponderá directamente al Secretario del Ayuntamiento dar el trámite respectivo.”
En los numerales transcritos, se contiene la facultad reglamentaria de los Ayuntamientos en materia municipal, que le otorga atribuciones legislativas para tomar las decisiones del gobierno municipal, entre las que se encuentran la legislativa y la reglamentaria, con efectos jurídicos de orden particular o general, encaminadas a generar el marco jurídico que regule la conducta de los gobernados en su ámbito territorial y material.
En consecuencia, el Acta de Cabildo impugnada, constituye una norma de carácter general, emitida en ejercicio de las atribuciones materialmente legislativas que corresponden al Ayuntamiento, en términos de lo dispuesto en los artículos 115 fracción II de la Constitución Federal, 114 fracción II de la Constitución del Estado, y numerales 10, 11 y 12 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, S.L.P., lo que genera que se le considere como un acto eminentemente legislativo, desde el punto de vista material, y por ende se trata de una norma de carácter general y obligatoria, expedida por el Ayuntamiento en ejercicio de su libertad de configuración normativa; razón por la cual debe ser atacada en la vía de controversia constitucional, porque resulta una reclamación de normas complejas con motivo de su contenido y aplicación.
Motivo por el cual, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, es INCOMPETENTE para resolver el fondo de las pretensiones de los demandantes, por tratarse de la impugnación de un acto cuya aplicación se contiene en una disposición de carácter general, Acta de Cabildo de fecha 28 de febrero de 2013, que no es aplicada concretamente a los promoventes; por ser de carácter y aplicación general, y de los cuales esta Sala Unitaria no puede pronunciarse, por existir en la normatividad vigente en el momento en que se inició el procedimiento contencioso administrativo, disposición legal que lo impide, como es, la exclusión de lo establecido en los artículos 3° y 19, y lo expresamente ordenado en los numerales 46 fracciones VIII y XII, con relación al 47 fracción II, todos de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, que a la letra dicen: 
“Artículo 3º. El Tribunal de lo Contencioso Administrativo dirimirá las controversias de carácter administrativo y fiscal que se susciten entre los particulares y las autoridades del Poder Ejecutivo del Estado y de los municipios, así como de los organismos públicos descentralizados, estatales y municipales, cuando dichos organismos actúen como autoridades, y conocerá además de las impugnaciones que se promuevan en contra de las resoluciones definitivas que dicten las autoridades mencionadas, en aplicación de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.”
“Artículo 19.- Las Salas del Tribunal son competentes para conocer de los juicios que se promuevan en contra de: 
I. Los actos y resoluciones definitivas o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal o de los municipios del Estado, así como por sus respectivos organismos descentralizados cuando actúen como autoridades;  

II. Las resoluciones definitivas o que pongan fin a un procedimiento, en que se determine una obligación fiscal y cualquier otra que cause un agravio de carácter fiscal, emitidas por las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal o de los municipios del Estado, así como por sus respectivos organismos descentralizados cuando actúen como autoridades;  

III. Las resoluciones definitivas que en materia de responsabilidad administrativa dicten las autoridades del Poder Ejecutivo del Estado o de los municipios y de sus correspondientes organismos descentralizados; 

IV. Las resoluciones que se dicten sobre interpretación y cumplimiento de contratos celebrados con la administración pública; 

V. La negativa ficta, configurándose ésta cuando las instancias o peticiones que se formulen ante las autoridades, no sean resueltas en los plazos que la ley o reglamento fijen; 

VI. Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los particulares que impugnen las autoridades, por considerar que lesionan a la administración pública o al interés público; 

VII. Las resoluciones que nieguen o concedan la indemnización prevista en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, emitidas por las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, o de los municipios del Estado, así como por sus respectivos organismos descentralizados o, en su caso, conocerán y resolverán de la reclamación directa que sobre la misma promuevan los particulares en esta materia; 

VIII. El procedimiento administrativo de ejecución, cuando el afectado en dicho procedimiento opte por no interponer el recurso ordinario ante las autoridades competentes y cuando afirme:  

a). Que el crédito que se le exige se ha extinguido legalmente; 

b). Que el monto del crédito es inferior al exigible; 

c). Que es poseedor a título de propietario de bienes embargados para garantizar una obligación fiscal a la que es ajeno, o 

d). Que el procedimiento coactivo no se ajuste a la ley. En este caso, la oposición no podrá hacerse valer, sino contra la resolución que apruebe el remate, salvo que se trate de resoluciones cuya ejecución material sea de imposible reparación; 

IX. Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia, y  

X. De los recursos e incidentes previstos por esta Ley.”
“Artículo 46. Es improcedente el juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo contra actos:
...VIII. Contra disposiciones de carácter general, que no hayan sido aplicadas concretamente al promovente;
...XII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta ley o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.
Las causales de improcedencia deberán ser examinadas de oficio.”
Artículo 47. Procede el sobreseimiento del juicio:
...II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;...”
En virtud de lo anterior, se considera que este Órgano Jurisdiccional carece de competencia para conocer del acto que por esta vía impugnaron los actores.

En esa tesitura, con fundamento en los artículos 46 fracciones VIII y XII, y 47 fracción II de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, al carecer este Tribunal de competencia para pronunciarse respecto de la impugnación de una norma de carácter general, que no es aplicada concretamente a los actores, de acuerdo a los razonamientos vertidos en este considerando; ya que de hacerlo, sin tener facultades para ello, vulneraría las garantías de legalidad y de seguridad jurídica derivadas del primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y cuya inobservancia conduciría a declarar inválido lo resuelto.

Sirve de apoyo a lo determinado con antelación, el criterio sustentado en la Tesis de jurisprudencia, de la Novena Época, Registro: 167557, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIX, Abril de 2009 Materia(s): Común Tesis: P./J. 21/2009 Página: 5 , cuyo rubro y contenido citan: 

“COMPETENCIA POR RAZÓN DE MATERIA. SI EL JUEZ DE DISTRITO QUE CARECE DE ELLA RESUELVE UN JUICIO DE AMPARO, TAL SITUACIÓN CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS REGLAS FUNDAMENTALES QUE NORMAN EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO. La competencia de la autoridad es una garantía de legalidad y de seguridad jurídica derivada del primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, por tanto, es una cuestión de orden público, lo que aplicado al derecho procesal se traduce en la suma de facultades que la ley otorga al juzgador para ejercer su jurisdicción en determinado tipo de litigios, cuya inobservancia conduce a declarar inválido lo resuelto por el Juez incompetente. Por otra parte, de la interpretación sistemática de los artículos 107, fracción V y 94, párrafo sexto, constitucionales, se infiere que la competencia especializada por razón de materia de los Juzgados de Distrito está elevada a rango constitucional. En congruencia con lo anterior, se concluye que aquella competencia es un presupuesto de validez del proceso cuya infracción por los citados órganos jurisdiccionales al resolver un juicio de amparo sin tener competencia por razón de materia, se traduce en el desconocimiento de la voluntad del Constituyente y, por ende, de la del legislador que la desarrolla, lo que ocasiona que se violen las reglas fundamentales que norman el procedimiento en el juicio de amparo en perjuicio de las partes, porque se les sujeta a la determinación proveniente de una autoridad que prorroga indebidamente su competencia y resuelve un juicio específico sin tener facultades para ello, afectando directamente los derechos sustantivos de aquéllas.”

En las relatadas condiciones, se concluye que ante la declaratoria de incompetencia por razón de materia, este Tribunal no se encuentra obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente, pues ello no implica vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el Tribunal competente.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia en materia Administrativa, con número de Registro 2012548, localizable en la Décima Época, Instancia Plenos de Circuito, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo III, Tesis PC.II.A. J/8 A (10ª), página 2282, que a la letra dice:
“INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO. CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE LA DECLARACIÓN RELATIVA [SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA PC.II.A. J/1 A (10a.)].- Una nueva reflexión, guiada por la jurisprudencia 2a./J. 146/2015 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, lleva a este Pleno en Materia Administrativa del Segundo Circuito a sustituir el contenido en la jurisprudencia PC.II.A. J/1 A (10a.), de título y subtítulo: "SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE NULIDAD POR LA INCOMPETENCIA MATERIAL DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO PARA CONOCER DEL ACTO IMPUGNADO. PROCEDE QUE ORDENE LA REMISIÓN DE LOS AUTOS A LA AUTORIDAD QUE ESTIME COMPETENTE.", a fin de sostener que cuando el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de México advierta que carece de competencia por razón de la materia para conocer de una demanda de nulidad, debe declarar la improcedencia del juicio y decretar el sobreseimiento en términos de los artículos 267, fracción I, y 268, fracción II, del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, sin que ello implique vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuesto y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el tribunal competente. En las relatadas condiciones, se concluye que ante la declaratoria de incompetencia por razón de la materia, el referido tribunal no está obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente...”
En consecuencia, queda a disposición de los actores el o los documentos que estimen pertinentes en caso de que sea su deseo promover nueva demanda ante la autoridad que estime competente, por las prestaciones y conceptos a que haya lugar; lo que serpa entregado, previa copia certificada y constancia de ello que se deje en autos.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, y Transitorio Quinto de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y el Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E
PRIMERO.- Se decreta SOBRESEIMIENTO del presente juicio, dada la incompetencia de esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, para conocer de la presente controversia, de acuerdo a los razonamientos expresados en el considerando Primero de esta resolución.
SEGUNDO.- Notifíquese personalmente a los actores y por oficio a la autoridad demandada y tercero interesado.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
